Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 13 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Carpeta N* 957/07. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes, por el que 
se declara obligatoria la enseñanza de la educación física en las escuelas de Enseñanza Primaria de 
todo el país. 


NO FUE REPARTIDO. 


-Carpeta N* 958/07. La Cámara de Representantes remite aprobado el proyecto de ley por el 
que se declara de interés cultural la “Fiesta del Cordero Pesado', de la ciudad de Sarandí del Yi, 
departamento de Durazno. 


NO FUE REPARTIDO. 


-Oficio N* 438/07. La Junta Departamental de Florida remite la versión taquigráfica de las 
palabras vertidas por el señor Edil departamental, doctor Ernesto Piccone, relativas al cambio en el 
sistema de educación. 


YA FUE REPARTIDO. 


-Invitación de la Dirección, personal docente, no docente, alumnos y Comisión de Fomento 
de la Escuela N* 118 de Villa Olímpica, San José, para la inauguración de ampliación de obras. 


YA FUE REPARTIDA. 


-Invitación de la Federación Uruguaya de Magisterio y la revista Quehacer' para el acto de 
apertura del Congreso Pedagógico Nacional. 


YA FUE REPARTIDA. 


-Invitación del Centro de Estudiantes de Ciencias Sociales para la “3? Edición de la 
Choriforma”, que tendrá lugar el día domingo 21 de octubre a partir de las 12 horas, en las 
instalaciones de la Facultad de Ciencias Sociales. 


YA FUE REPARTIDA. 


-Invitación del Instituto Nacional del Audiovisual del Ministerio de Educación y Cultura para la 
próxima actividad del Cluster Audiovisual. 


-Resolución de la ANEP con relación a la designación con el nombre “Eduardo Víctor Boga' 
del Jardín de Infantes N* 120 de la ciudad de Cardona, departamento de Soriano. 


FUE VOTADO EN COMISIÓN CON FECHA 6 DE ABRIL DE 2006, QUEDANDO A LA ESPERA DE 
RESOLUCIÓN DEL CODICEN.” 


-Teniendo en cuenta que hemos recibido el visto bueno de la Administración Nacional de 
Educación Pública, se pasa a considerar la designación con el nombre “Eduardo Víctor Boga” del 
Jardín de Infantes N* 120 de la ciudad de Cardona. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se designa como miembro informante a la señora Senadora Percovich. 
A continuación, deberíamos considerar las dos iniciativas que aún no han sido repartidas. 


En consideración el proyecto de ley por el que se declara de interés cultural la “Fiesta del 
Cordero Pesado', de la ciudad de Sarandí del Yí, departamento de Durazno. 


Cabe señalar que este proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Representantes. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se designa como miembro informante al señor Senador Breccia. 


En consideración el proyecto de ley por el que se declara obligatoria la enseñanza de la 
educación física en las escuelas de Enseñanza Primaria de todo el país. 


Este proyecto de ley también fue aprobado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR CID.- Sugeriría que antes de pasar a votar estudiáramos un poco más el tema, para ver, entre 
otras cosas, a qué autoridades se citó y demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, solicitamos a Secretaría que lo reparta para poder comenzar con su 
consideración en la próxima sesión. 


Tenemos otro tema para considerar, que es el relativo a los psicólogos, quienes nos han 
vuelto a llamar. 


SEÑORA PERCOVICH.- Hace bastante tiempo los psicólogos nos habían presentado una 
reglamentación de su profesión, por lo que realicé algunas consultas a la Directora de la repartición de 
la Facultad de Ciencias que se ocupa de este tema, que si no recuerdo mal se llama Silvia Rivero, 
quien me dijo -seguramente el señor Senador Breccia lo recuerde- que esa reglamentación es la que 
los psicólogos están necesitando y quieren que se aplique cuando se contrata a uno de estos 
profesionales, que son Licenciados. Sin duda, esto es muy importante para los contratos, sobre todo a 
nivel del Estado, porque se han estado haciendo muchos llamados y los equipos multidisciplinarios 
requieren que los psicólogos formen parte de ellos. Por consiguiente, se trata de una reglamentación 
propia de la Licenciatura. 


Por mi parte, elaboré un proyecto de ley que entregué a los miembros de mi Bancada esta 
semana y que me parece que sería bueno que lo consideráramos en la Comisión. Incluso, creo que 
podríamos invitar a la Licenciada Rivero para que nos explique los detalles de este asunto. 


Quiero mencionar que también realicé consultas a nivel del Ministerio de Desarrollo Social y 
del INAU, que son los organismos que contratan más psicólogos, tanto para llevar adelante políticas 


sociales como para integrar equipos multidisciplinarios. 


Entiendo que es muy necesario para el Estado que exista una reglamentación de esa carrera 
y sería bueno que estudiáramos el tema. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el proyecto de ley relativo al bienestar animal. 


La Mesa informa a los señores Senadores que esta iniciativa ha sido remitida al doctor 
Carlos Delpiazzo -tal como fuera solicitado por la propia Comisión- a fin de recibir su consejo y 
asesoramiento, así como también a dos abogados penalistas, teniendo en cuenta que los dos últimos 
Capítulos tienen que ver con sanciones. Cabe acotar que los profesionales consultados se 
comunicaron con nosotros en el día de ayer y, en razón del feriado del día lunes, pidieron que se les 
diera una semana más para la elaboración de los informes correspondientes y su presentación a la 
Comisión. 


Sin perjuicio de lo que acabamos de señalar, el proyecto de ley también había sido remitido 
al Departamento de Estudios Legislativos -como los señores Senadores lo saben- desde donde se han 
hecho una serie de consideraciones que, en opinión de la Mesa, sería bueno empezar a analizar 
ahora, a fin de avanzar sobre el asunto. 


Las primeras consideraciones se relacionan con el artículo 10. En el documento que todos 
los señores Senadores tenemos ante nuestros ojos, en la columna referida a las sugerencias, aparece 
una que dice: “En lo que refiere a permitir el acceso para fiscalizar las condiciones de la tenencia, ver el 
art. 11 de la Constitución”. 


SEÑOR CID.- Habría que aclarar que esto es así, salvo cuando medie decisión judicial. 
Pediría que se recuerde lo que establece el artículo 11 de la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Atendiendo a la solicitud del señor Senador Cid, debo decir que el artículo 11 
de la Constitución establece: “El hogar es un sagrado inviolable. De noche nadie podrá entrar en él sin 
consentimiento de su jefe, y de día, sólo de orden expresa de Juez competente, por escrito y en los 
casos determinados por la ley”. 


Tendríamos que ver cómo corregir el artículo a fin de establecerlo, tarea que podríamos 
encomendar al señor Senador Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- Creo que esto se podría subsanar con un agregado que dijera: “sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 11 de la Constitución”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De modo que en el literal e), luego de la palabra “estado” y antes del punto y 
coma, iría el siguiente agregado: “sin perjuicio de lo establecido en el artículo 11 de la Constitución de 
la República”. 


(Apoyados) 
-El artículo 12 no merece ningún tipo de consideración. 


En el Capítulo Cuarto “De la Autoridad Competente”, la sugerencia que se nos hace -creo 
que es de recibo- es que “se crea una persona pública no estatal independiente de la órbita de la 
Administración Central, existiendo la alternativa jurídica de crearla dentro de la órbita de un Ministerio. 
De esta forma se subsanarían los inconvenientes de atribuirles cometidos de contralor, policiales 
administrativos y podría el Poder Ejecutivo actuar por su intermedio”. 


El tema a considerar es dentro de la órbita de qué Ministerio se crearía. Quizás podría ser el 
de Salud Pública. 


SEÑOR CID.- El tema es que ya tiene la División Zoonosis. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente, y además será quien la va a presidir. 


El texto podría decir: “Créase la Comisión Nacional Honoraria de Bienestar Animal, 
dependiente del Ministerio de Salud Pública, con carácter de persona pública no estatal, la cual se 
integrará de la siguiente manera:” 


Ahora bien, al ser una persona pública no estatal, ¿podría estar dentro del Ministerio? 


SEÑOR BRECCIA.- Precisamente en eso estaba pensando. Tal vez convendría dejarlo pendiente para 
darle una redacción acabada en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, podríamos encomendar al señor Senador que elabore un texto 
en ese sentido y que se lo acerque a la Secretaría. 


Con respecto al artículo 16, se sugiere integrar en un mismo artículo todos los cometidos 
establecidos en la presente norma, para imprimirle mayor precisión jurídica al alcance de los mismos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Si me permite, señor Presidente, creo que tendríamos que leer toda la ley - 
que en este repartido no figura- porque en varios artículos se definen competencias y temas que 
tendríamos que tratar de agrupar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señora Senadora. 
SEÑOR CID.- Justamente, en el artículo 17 se agregan otros cometidos a la Comisión Honoraria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten los señores Senadores, quiero señalar que en el literal f) figura 
otra sugerencia. 


Dice así: “Se sugiere determinar el rol de la Comisión y su alcance en la sustanciación de las 
denuncias. 


Habría que determinar si su rol es el de tomar conocimiento, asesorar a la población y 
representarla ante los órganos policiales y judiciales pertinentes; o si, por el contrario, se le otorgan 
potestades inquisitivas y jurisdiccionales a la propia Comisión. 


Se sugiere determinar los casos en que le corresponde actuar de oficio”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Como se trata de una Comisión Honoraria y puesto que el señor Senador 
Cid ha dicho que corresponde que esté en la órbita del Ministerio de Salud Pública, me gustaría que le 
preguntáramos a dicha Cartera con qué infraestructura y recursos humanos cuenta como para cumplir 
con los tan amplios roles que le estamos adjudicando a esa Comisión. A este respecto estoy pensando 
en la Comisión Honoraria del Discapacitado, que ahora depende del MIDES, pero mientras estaba en 
la órbita del Ministerio de Salud Pública tenía un presupuesto y recursos asignados por dicha Cartera; 
ahora, obviamente, se los tiene que suministrar el Ministerio de Desarrollo Social, para lo cual se le 
asignaron recursos en la última Rendición de Cuentas. En lo personal, el literal f) me hace pensar en 
la complejidad de los roles que tiene que cumplir esta Comisión Honoraria. Quizás el señor Senador 
Cid tenga conocimiento de los recursos con que cuenta la Comisión de Zoonosis para cumplir con 
todas estas funciones, pero insisto en que habría que averiguarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que sí, señora Senadora. De todas formas, en la propia ley se prevé 
una financiación de esta Comisión; allí se plantea una tasa y, además, una cuota parte de lo que va 
para la Comisión Honoraria de Lucha contra la Hidatidosis también se remite a esta Comisión. 


SEÑOR CID.- Considero que tendríamos que enviar el proyecto al Ministerio de Salud Pública e 
invitarlos a comparecer en esta Comisión. Estimo que esto es conveniente, porque la Comisión de 
Zoonosis ha trabajado mucho sobre el tema 


SEÑOR BRECCIA.- Cuando en el literal f) del artículo 16 se establece que “Se sugiere determinar el 
rol de la Comisión y su alcance en la sustanciación de las denuncias. Habría que determinar si su rol 
es el de tomar conocimiento, asesorar a la población y representarla ante los órganos policiales y 
judiciales pertinentes;”, creo que estas aclaraciones surgen de la reglamentación de la ley. Me da la 
impresión de que el literal, tal cual está redactado -incluyendo algunas modificaciones- es correcto. 
Inclusive, más adelante dice: “Se sugiere determinar los casos en que le corresponde actuar de oficio”. 
Creo que si se le da una enumeración específica a los casos en los que la Comisión puede actuar de 
oficio, la estamos limitando enormemente. Establecer: “actuar de oficio cuando corresponda” le da una 
amplitud importante para casos como estos, que no están demasiado detallados porque son 
situaciones casuísticas que a veces tienen una enorme variedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Justamente, iba a decir lo mismo que acaba de expresar el señor Senador 
Breccia, porque me parece que muchas de estas consideraciones tienen que ver con la 
reglamentación, y creo que deberíamos dejar en libertad al Poder Ejecutivo para que se pueda manejar 
dentro de los márgenes que considere adecuados. Si la ley es muy precisa, estaremos encorsetando 
de una manera innecesaria. 


En consecuencia, coincido plenamente con lo que se expresa en el literal f), que es clarísimo, 
por cuanto no solamente recibe, sino que también diligencia y actúa de oficio. A la reglamentación le 
corresponderá, luego, establecer los casos en que ello se aplicará. De todas formas, vuelvo a decir que 
coincido con el señor Senador Breccia en el sentido de dejar el texto del literal f) tal como está. 


Pasamos a considerar el literal g), para el que se ha propuesto una redacción alternativa que 
dice: “g) promover en el plano nacional e internacional la proscripción de la crueldad para con los 
animales, sometiendo a reconocimiento a las pruebas y procedimientos que no los incluyan en sus 
experimentos, o reduzcan su número al mínimo necesario”. Por su parte, el mismo literal en la 
redacción original expresa: “g) promover y someter a reconocimiento en el plano nacional e 
internacional a las pruebas y procedimientos que permitan la renuncia a experimentos sobre animales 
o reducir el número de animales utilizados en los mismos”. 


SEÑOR CID.- Creo que la redacción que se propones es extraña, sobre todo cuando se dice 
“sometiendo a reconocimiento a las pruebas y procedimientos”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente, me quedo con la redacción original de este literal porque, 
además, supongo que ello se ajusta a lo que establecen los convenios internacionales en la materia. 


SEÑOR BRECCIA.- Aquí se refiere a la promoción, a nivel nacional e internacional, de pruebas y 
procedimientos que permitan la renuncia a experimentos sobre animales. De todas maneras, creo que 
el literal g) es sumamente claro. 


SEÑOR CID.- Cuando al final del literal g) de la redacción alternativa se dice “reduzcan su número al 
mínimo necesario”, creo que está agregando una precisión conceptual que está en la línea de lo que a 
nivel internacional se está buscando. 


SEÑOR BRECCIA.- Quizás es mucho más precisa de lo que establece el literal g) en su redacción 
original cuando habla de “reducir el número de animales utilizados en los mismos”. Creo que aquí, en 
realidad, se está refiriendo a reducir el número de experimentos con animales. 


SEÑOR CID.- Exacto; se apunta a reducir el número de experimentos. 


SEÑOR BRECCIA.- Propongo que se incluya la última frase del literal g) de la redacción alternativa, 
que dice “reduzcan su número al mínimo necesario”, en lugar de la última que figura en el mismo literal 
de la redacción original. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En función de lo que se acaba de proponer, la última parte de la redacción del 
literal g) quedaría de la siguiente manera: “sobre animales o reduzcan su número al mínimo necesario”. 


SEÑOR CID.- De acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, se pasa a considerar el literal h), en el que se vuelve a una 
discusión que ya ha sido planteada; por lo tanto, lo dejaría tal como está. 


Sí estaría de acuerdo en utilizar la expresión “adopción” en régimen de tenencia responsable, 
en lugar de decir “adopciones” en régimen de tenencia responsable”. 


SEÑOR BRECCIA.- Creo que no sería necesario precisar el alcance del concepto porque eso es 
materia de la reglamentación. 


SEÑOR CID.- Con respecto a este tema, me preocupa dejar encorsetadas las posibilidades de actuar 
frente a un evento que tenga las características de epidemia y demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincido totalmente con lo expresado. 


SEÑOR CID.- Propongo que se ponga un punto luego de: “mantener controlado el número de animales 
de compañía”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal vez, este literal h) podría decir: “mantener controlado el número de 
animales de compañía y promover campañas de adopción en régimen de tenencia responsable”. 


(Apoyados) 


-El literal i) dice: “organizar el Registro de Prestadores de Servicios Animales”. Creo que el 
comentario que se nos hace queda invalidado al incluir a la Comisión en la órbita del Ministerio. 


SEÑORA PERCOVICH.- Se sugiere utilizar la expresión “Servicios para Animales”, y creo que está 
bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por tanto, el literal i) diría: “i) organizar el Registro de Prestadores de Servicios 
para Animales”. 


El literal j) dice: “proponer normas que regulen las condiciones en que deberán prestar sus 
servicios los sujetos pasivos de dicho Registro de Prestadores”. 


SEÑOR BRECCIA.- En cuanto al primer párrafo de la observación, creo que no es necesario, porque 
estamos legislando respecto de un interés general. Con relación al segundo, entiendo que es correcta 
la observación que se hace al decir: “Se sugiere determinar el alcance subjetivo de los “sujetos 


” 


pasivos”, o utilizar en su lugar “inscriptos en dicho Registro de Prestadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el literal diría: ”j) proponer normas que regulen las condiciones en 
que deberán prestar sus servicios los sujetos pasivos inscriptos en dicho Registro de Prestadores”. 


En consideración el artículo 17. 
SEÑOR CID..- En el literal a) la sugerencia nos remite a los comentarios del artículo 19. 


SEÑOR BRECCIA.- El literal c) se refiere a la misma situación orgánica que vamos a tener que 
resolver. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasemos al literal d), que dice: “firmar convenios de intercambio técnico, 
apoyo financiero o de desarrollo de programas”. La sugerencia es limitar esta atribución al alcance de 
sus recursos y potestades. 


SEÑOR BRECCIA.- Si se integra algún Ministerio, esto va a quedar muy implícito, porque va a tener 
que funcionar como una unidad ejecutora, con recursos y potestades limitados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En relación con el literal f), se sugiere sustituir la palabra “confiscar” por 
“secuestrar” y se acota que “confiscar”, en nuestro ordenamiento, implica apropiar el objeto en 
beneficio de la Hacienda Pública. 


Entonces, el literal f) podría quedar redactado así: “secuestrar aquellos animales sujetos a 
maltrato o crueldad por parte de sus tenedores tomando las medidas más adecuadas a las 
circunstancias del caso”. 


SEÑOR BRECCIA.- Es correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al literal g), estamos esperando la respuesta de los penalistas y 
del doctor Delpiazzo, de modo que podríamos seguir manteniendo en carpeta la sugerencia que se nos 
hace. 


Pasaríamos al Capítulo Quinto “Del Registro de Prestadores de Servicios”. La primera 
consideración está solucionada. En la segunda, se sugiere sustituir la expresión “Pet shops” por 
“Tiendas de mascotas”, y creo que está bien. 


Con respecto al tema de las multas, recordarán que habíamos debatido acerca de cómo 
establecer el cobro de la tasa y decidimos fijarla a través de un “Facúltase”, pero el comentario que se 
nos hace es “Al ser la tasa un tipo de tributo, necesita ley formal para su creación, no pudiendo 
delegarse en el Poder Ejecutivo su implementación”. Entonces, teníamos razón y podemos crear la 
tasa en esta ley. 


SEÑORA PERCOVICH.- Pero, ¿podemos crearla nosotros sin iniciativa del Poder Ejecutivo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señora Senadora: podemos crearla; lo que no podemos es eliminarla. En 
tal caso, volveríamos a la redacción original y diríamos “Créase”. 


Lo relativo a las multas lo trataremos más adelante, ya que figuran después. 


Con respecto al literal c) del Artículo 19, “Fondo de protección Animal”, se sugiere determinar 
el tipo del tributo referenciado y al respecto estamos esperando la opinión de quienes nos visitarán en 
el día de hoy. 


El literal f) del mismo artículo dice: “contraprestaciones de servicios prestados por la Comisión 
Nacional Honoraria de Bienestar Animal”. Aquí se sugiere determinar si las contraprestaciones 
previstas son tasas o precios. Me parece que son tasas. 


SEÑOR BRECCIA.- Creo que sí, señor Presidente. 
SEÑORA PERCOVICH.- Sí, son tasas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por otra parte, el último párrafo de este artículo establece: “El Fondo de 
Bienestar Animal estará exceptuado de la limitación en la titularidad y disponibilidad de fondos 
dispuestas en el artículo 589 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987”. En este caso, se 
sugiere determinar el concepto de titularidad para relacionarlo con el artículo 589 de la Ley NO 
15.903. En este aspecto vamos a tener que hacer una consulta. 


SEÑORA PERCOVICH.- Yo solicitaría que viniera el Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, esperamos el informe del doctor Delpiazzo, así como el de los 
penalistas de la Cátedra de Derecho Penal. Además, tal como lo solicitó la señora Senadora Percovich, 
invitaríamos al Ministerio de Salud Pública a la Comisión, a efectos de conocer su opinión sobre este 
proyecto de ley -que debemos remitirle- y, fundamentalmente, para saber si está en condiciones de 
aceptar en su órbita la creación de esta Comisión Honoraria de Bienestar Animal. 


SEÑORA PERCOVICH.- En cuanto a las penas y faltas -precisamente, en el día de ayer hablamos en 
Sala de este tema- por lo que he aprendido en la Comisión de Constitución y Legislación, en principio 
se trata de no provocar una “inflación” con cuestiones que no son de peso en lo que refiere a la prisión. 
Por este motivo, nos parece bueno que la mayoría sigan siendo “faltas”. 


Ahora bien; el señor Senador Breccia me sugirió que debíamos pensar en mantener la pena 
de prisión -traslado esto porque es bueno que lo vayamos pensando- para los casos previstos en 
algunos literales del artículo 23, que comienza diciendo: “Se considerarán agravantes especiales” - 
nosotros estamos de acuerdo con las faltas que se establecen en el artículo 22- “y serán castigados 
con pena de seis meses a un año de prisión, si los hechos fueren cometidos”, y a continuación se 
establecen cuáles son los agravantes. Como decía, el señor Senador Breccia me sugirió que, quizás, 
podríamos considerar la prisión para los casos previstos en los literales a) y b), esto es, cuando se 
mutila al animal y cuando existe un impulso de brutal ferocidad o sevicia. Simplemente, lo dejo 
planteado para que lo pensemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece bien, señora Senadora, pero quizás necesitemos la opinión de los 
penalistas. 


SEÑOR BRECCIA.- Mi idea surge porque en esos casos hay conductas francamente sádicas, y así 
comenzaríamos a dar un ejemplo, porque si bien no estamos de acuerdo con hacer una “inflación 
delictiva”, tampoco podemos dejar pasar actitudes de mutilación de un animal o de brutal ferocidad. En 
tales casos, al menos, podríamos considerar la posibilidad de establecer penas leves. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 


En definitiva, esperaremos los informes pertinentes y convocaremos a la Comisión, a los 
efectos de continuar tratando este asunto, para el próximo jueves. 


Corresponde recibir a los delegados de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y al 
Director de la AGÉESIC, Agencia para el desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad 
de la Información y el Conocimiento, quienes expondrán sobre el proyecto de ley referente al 
Establecimiento de Normas para garantizar la protección de datos personales. 


SEÑOR BRECCIA.- Consulto al señor Presidente si la Comisión puede recibir a esta delegación con 
tan solo tres miembros presentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR BRECCIA.- En ese caso me retiraré, porque también integro la Comisión de Hacienda, en la 
que se está votando un proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 


(Ingresan a Sala el Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, señor Conrado 
Ramos, el Director de AGESIC, ingeniero José Clastornik y la doctora María José Viera) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Educación y Cultura tiene el gusto de recibir al Subdirector de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, señor Conrado Ramos, al Director de la Agencia para el 
desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y el Conocimiento 
(AGESIC), ingeniero José Clastornik y a la doctora María José Viera. 


El motivo de esta convocatoria es que nuestros distinguidos visitantes informen a la Comisión 
sobre el proyecto de ley referente a datos personales y el establecimiento de normas para garantizar 
su protección, que fuera remitido por el Poder Ejecutivo. Esta Comisión iniciará prontamente el 
tratamiento de dicha iniciativa y es de estilo -además sirve como introducción al tema- conocer la 
opinión del Poder Ejecutivo al respecto. 


SEÑOR RAMOS.- Muchísimas gracias por las palabras de bienvenida a esta Comisión; es un placer 
estar hoy aquí. 


Como mencionaba el señor Presidente, me acompañan el ingeniero José Clastornik y la 
doctora María José Viera, asesora jurídica de la Agencia para el desarrollo del Gobierno de Gestión 
Electrónica y la Sociedad de la Información y el Conocimiento. 


Simplemente haré una muy breve introducción sobre la importancia del proyecto de ley, para 
que luego el ingeniero Clastornik y la doctora Viera entren más al detalle del mismo. 


Creo que esta iniciativa constituye un hito importantísimo en lo que hace a la creación de 
marcos jurídicos en materia de protección de datos personales, pues representa un gran avance en 
cuanto a configurar con más claridad la protección de derechos humanos fundamentales como son los 
datos personales. No solamente se trata de un avance desde ese punto de vista, sino también para 
nuestros lineamientos políticos de reforma de Estado, dado que es sumamente riesgoso que el 
intercambio de base de datos y todo lo que tiene que ver con la interoperabilidad de sistemas de 
información se haga sin un marco jurídico. Por tanto, creemos que avanzar en este sentido es 
fundamental. 


También es sumamente importante para la posición internacional del país en materia de 
negociación y comercio exterior, ya que estaríamos adecuándonos a los estándares de la Unión 
Europea en cuanto a envío de bases de datos. Esto removería el obstáculo de las barreras 
paraarancelarias, lo cual es necesario. 


Por otra parte, quisiera agregar que este marco jurídico no es tal sólo en este sentido, sino 
que crea un organismo de control para la protección de datos, constituyéndose en una especie de -esto 
puede ser discutible- “ombudsman” para el ciudadano en cuanto a este tema, con un régimen 
sancionatorio. Tener un organismo de contralor como el Tribunal de Cuentas, sin potestades 
sancionatorias, no es efectivo; al otorgárselas, podremos desarrollar la política de control sobre la 
protección de datos. 


Entre las propuestas, tal como figura en el proyecto de ley, se incluye el organismo de control, 
el asesoramiento a los ciudadanos en sus derechos, campañas de difusión de esos derechos, ofrecer 
vías de recurso adecuadas -tanto administrativas como jurisdiccionales- para aquellos que se 
sientan perjudicados en caso de que no se observen las normas. Este organismo de contralor sería 
desconcentrado de la AGESIC. 


Hemos participado de varios debates sobre la institucionalidad de este tipo de organismos, 
sobre si deberían ser personas públicas no estatales, etcétera, pero se necesitaría una reforma 
constitucional para dar ese carácter autárquico a un organismo de contralor de este tipo. En tal sentido, 
dado que la Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica soportará todo lo que tiene 
que ver con la instrumentación de estos controles, no será la que ejerza el contralor, sino que uno de 
sus miembros, el Director Ejecutivo, será parte del organismo de contralor. A fin de no generar más 
burocracia y de lograr una utilización más racional y adecuada de los recursos del Estado, 
consideramos que podría ser un organismo desconcentrado de la AGESIC, con autonomía técnica, 
justamente para preservar la autonomía que debe tener un organismo de contralor con potestades 
sancionatorias. 


Esta es una solución, pero todos nos debemos un estudio más adecuado de las agencias 
reguladoras; se trata de una discusión fundamental para lograr políticas de Estado consensuadas en la 
materia. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Creo que hablar sobre esta necesidad requiere múltiples enfoques. Uno de 
ellos es el legal, en el que me ha tocado interactuar con otros profesionales. Entendí que esta era una 
vieja aspiración que estaba vinculada a otras leyes, como la de acceso a la información pública, que sé 
que se está discutiendo. 


En cuanto a lo que significa el concepto de “gobierno electrónico”, se trata de un elemento 
básico: si no se cuenta con ese marco normativo, toda la estructura tecnológica resultaría demasiado 
endeble o peligrosa, o ambas cosas en el mismo contexto. Es decir que se necesita un marco que 


regule y cuide los derechos y que especifique cómo se debe estructurar la tecnología para que se 
preserven determinados derechos y obligaciones. 


En general, cuando se habla de gobierno electrónico, se está haciendo referencia a dos 
elementos: al acceso a la información pública, como servicio de transparencia y de fortalecimiento 
democrático en determinado contexto, y a servicios en los que se interactúa a nivel electrónico con el 
Estado. En un sentido amplio, esos servicios de interacción electrónica se transforman en un marco de 
interoperabilidad interno y, a veces, externo hacia los otros países. Eso obliga a tener muchísimo 
cuidado. Hay que tener en cuenta todos los marcos que permitan la interoperabilidad hacia el exterior, 
pero fundamentalmente los que permitan que esa interoperabilidad, así como la integración de datos - 
que se realiza desde del Estado- sean hechos cuidando adecuadamente lo que son los activos de 
información y los derechos de los ciudadanos. Esto es crítico en cualquier política de gobierno 
electrónico y es por eso que en el establecimiento de las pautas de trabajo de la Agencia, una de las 
prioridades debería ser trabajar en el marco normativo legal a efectos de avanzar, generando un 
sustento que permita hacerlo con garantías para los usuarios, clientes finales de lo que se pretende 
hacer. Esa necesidad nos hizo avanzar. 


Existe una legislación en el área comercial, pero se necesita avanzar en otros segmentos que 
no están protegidos. Eso se hace muy evidente si uno analiza las reformas específicas que se están 
discutiendo actualmente: la reforma tributaria, la reforma de la salud y la reforma social. Desde el punto 
de vista técnico, nos están llegando solicitudes de integración de datos a nivel social, lo que hace 
importante pautar el manejo del tema. Lo que se hizo fue trabajar en conjunto con el Instituto de 
Derecho Informático y con el Ministerio de Economía y Finanzas, para establecer un marco 
consensuado, ya que se encargan de la regulación en el área comercial. 


Entendemos que esto es perfectible y mejorable; queremos seguir avanzando y dar el apoyo 
técnico necesario para que los señores Senadores puedan hacer su tarea. Nuestra labor es 
fundamentalmente técnica y nos encargamos de ver cuáles son las mejores prácticas y cómo se 
integran a nivel de la legislación y según las características nacionales. 


Se consultó al Poder Ejecutivo sobre las pautas y los criterios con los que trabajar. Se trató de 
dejar de lado los extremos, es decir: no privilegiar el cuidado de la protección de datos, pudiendo 
inhabilitar la integración de información necesaria a los efectos de la gestión del Estado, ni dar libertad 
absoluta que, en definitiva, iría en contra de los intereses que se quiere preservar. Entonces, el espíritu 
con que hemos trabajado fue el de seguir un camino intermedio para que, de alguna forma, todos se 
sientan partícipes de la decisión, porque este proyecto es demasiado importante y requiere todo el 
consenso posible para llevarlo adelante. 


Con respecto a lo orgánico -tema que ya ha mencionado el señor Conrado Ramos- en el 
interés de tratar de darle independencia se podría haber ido a un extremo total, de generación de 
estructura propia y un montón de elementos que probablemente hubieran simplificado el trámite de 
validación en otros lugares internacionales, pero se tomaron en cuenta las características del país: 
pequeño, sin capacidad de estructuras paralelas, en el que, por lo tanto, hay que aprovechar las 
existentes. En la Agencia se conformaron divisiones para apoyar técnicamente esto y se hicieron en 
función de procesos, de manera que con la misma estructura funcional se pudiese apoyar tanto a esta 
ley como a otras. Entonces, por ejemplo, todo lo que es estructuración de normas y procesos de 
difusión y generación de eventos, es una División dentro de la Agencia. También está toda el área de 
“gobernanza”, como normalmente le llamamos en informática -y siempre discutimos ese término, 
porque tiene un alcance español claro- aunque a veces, a nivel coloquial, lo visualizamos más como de 
fiscalización. 


Hay un tema muy conexo que es el de la seguridad; si nosotros tenemos que garantizarla, 
empezamos con la problemática de activos de seguridad: debemos definir cuáles son los que hay que 
cuidar, cómo se cuidan, mediante qué procedimientos y cuál es la regulación y la fiscalización que se 
debe hacer. En la medida en que se armaba una estructura para el tema de la seguridad, se podía 
hacer una reestructura de la misma para cumplir con un rol de fiscalización asociado a los análisis de 
bases de datos que pudieran ser necesarios en el contexto de la protección de datos, de modo de no 
incurrir en mayores gastos y aprovechar lo existente. Nuevamente, esta es una solución intermedia, 
pero se trata de dar la mayor flexibilidad posible. 


El papel del Director Ejecutivo dentro de la Unidad de Protección de Datos es el de ser el nexo 
con la Agencia, pero la responsabilidad real de la regulación recae sobre dos expertos en el área, que 


se turnarán la Presidencia de esa Unidad de Protección de Datos. O sea que el rol de la Agencia es de 
soporte técnico y apoyo a esa Unidad, que tiene su propio manejo político desconcentrado. 


SEÑORA VIERA.- Ante todo, quiero agradecerles la invitación; para mí es un honor estar en este 
ámbito. 


Quiero comentar que este proyecto de ley, dentro del marco jurídico del gobierno electrónico, 
es muy importante para nosotros; es uno de los pilares para que el país esté acorde a la normativa 
europea. Asimismo, estamos trabajando en otros dos proyectos relativos a documento electrónico, 
firma electrónica, firma digital y comercio electrónico. 


La elaboración del proyecto de ley que garantiza la protección de datos personales -tal como 
decía el ingeniero Clastornik- fue realizada en conjunto con el Instituto de Derecho Informático y con el 
actual órgano de control, que tiene su sede en el Ministerio de Economía y Finanzas, con la 
colaboración de la Comisión Consultiva. Con estas entidades se trató de llegar a un acuerdo en cuanto 
a los aspectos que pudieran resultar más álgidos. Posteriormente sufrió alguna modificación, pasando 
de la versión 10 a la versión 11 -que la señora Senadora tiene individualizadas- vinculada a los 
derechos de las personas jurídicas, tema que resulta complicado. También formo parte del Instituto de 
Derecho Informático, donde en este momento estamos elaborando un informe cuyo punto más 
discutido es, entre otros, el derecho que se va a dar a la persona jurídica en la futura ley. 


Este proyecto de ley consta de 47 artículos. El artículo 1* interpreta el artículo 72 de la 
Constitución de la República y, en base a ello, da un marco para la protección de los datos personales, 
pero con carácter general, no como la actual Ley N* 17.838, que únicamente regula los datos 
comerciales. 


En el Capítulo || se estipulan los principios generales en materia de protección de datos, y en 
el Capítulo l!l se determinan los derechos que tienen los titulares de los datos. El Capítulo IV establece 
cuáles son los datos especialmente protegidos -los llamados “datos sensibles”, como los relativos a la 
salud, a las telecomunicaciones, a la defensa nacional- y en los Capítulos V y VI se regulan las bases 
de datos, tanto de titularidad pública como privada. 


Cabe aclarar que habría que hacer ajustes de redacción, porque algunos cambios 
introducidos a último momento provocaron que en la exposición de motivos figurara la palabra 
“ficheros”, cuando en realidad se optó por la expresión “bases de datos”, que parecería ser más 
uruguaya. 


Otro de los grandes temas fue dónde iba a estar ubicado el órgano de control, tal como 
explicó el ingeniero Clastornik. 


Para elaborar este proyecto de ley se pensó, básicamente, en dar ese marco jurídico en 
materia de protección de datos a nivel nacional pero, además, siempre se tuvo presente la adecuación 
frente a la Unión Europea como región segura en el envío de la protección de datos. En este momento, 
sólo Argentina es considerado país seguro en América Latina, lo cual lo posiciona en una situación 
privilegiada para todo lo que implica inversión de capitales relacionados con bancos de datos, por 
ejemplo, de “call centers”. Por lo tanto, el proyecto apunta al reconocimiento de los principios, a la 
estipulación de los derechos y a la autonomía técnica del órgano de control, que es fundamental. El 
hecho de que esto esté dentro de AGESIC, que se encuentra en la órbita de la Presidencia de la 
República, significa que está desconcentrado y determina que, efectivamente, podamos tener 
reconocimiento por parte de la Unión Europea. 


Con respecto a la acción de protección de datos, se trabajó mucho en el Instituto - 
concretamente lo hizo el doctor Bauzá, que está especializado en Derecho Procesal- sobre este tema. 
De ese modo se logró mejorar el actual régimen previsto en la Ley N* 17.838 de habeas data y se 
ajustaron modificaciones a lo que establece el proyecto de ley de Acceso a la Información Pública. En 
definitiva, tenemos dos procesos jurisdiccionales, que son el de habeas data propio -en el caso de este 
proyecto de ley- y el de habeas data impropio, en el caso del proyecto de ley de Acceso a la 
Información Pública. Entonces, sería ideal que estos proyectos se aprobaran conjuntamente, de modo 
que se unificara el proceso de habeas data. En realidad, si se observa bien, se verá que solamente hay 
que introducir pequeños detalles al régimen vigente, como son los relativos a plazos, que ciertamente 
lo mejoran y lo especifican, porque este régimen remite a la acción de amparo, que tiene carácter 


general para todo tipo de proceso sumario. Aquí lo que se hizo fue tratar de realizar un ajuste a este 
tema puntual de protección de datos y acceso al procedimiento de habeas data. 


Básicamente, este sería un resumen del contenido de los proyectos y, si los señores 
Senadores tuvieran alguna pregunta para formular, con mucho gusto la contestaremos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Lo que quiero preguntar se vincula con el equilibrio al que aludía el ingeniero 
Clastornik. Tengo una duda con respecto al proyecto, relacionada con los datos de los titulares, tema 
que se menciona en el Capítulo lIl. Concretamente, me gustaría saber por qué se establece que el 
derecho al acceso sólo puede ser ejercido a intervalos de seis meses. El texto hace referencia a los 
titulares y a los herederos. 


Asimismo, me gustaría saber por qué en el caso de los datos especialmente protegidos no se 
establece, como se hace tradicionalmente, un período máximo de reserva y, si en este caso, eso es 
imprescindible o no. 


SEÑORA VIERA.- Uno de los puntos que se está discutiendo en estos momentos en el Instituto de 
Derecho Informático se vincula con el hecho de que el proyecto de ley de datos personales se hizo 
tomando como parámetro determinada normativa de Derecho Comparado, fundamentalmente de 
normas de la Unión Europea y de España -que es un ejemplo en cuanto a su funcionamiento- así como 
de la ley argentina. En base a eso fue que se establecieron ciertos plazos. Justamente, en el Instituto 
se está analizando -se va a incluir en la propuesta o recomendación- la idea de que estos proyectos 
deberían aprobarse conjuntamente o que el proyecto de Acceso a la Información Pública se incorpore 
de modo que no existan diferencias. En síntesis, se plantea unir ambos proyectos o aprobarlos 
conjuntamente para que exista unidad temática entre lo relativo al acceso y a la protección de datos. 
Sin duda, el hecho de haber trabajado ambas iniciativas por separado -el proyecto de Acceso a la 
Información Pública no fue planteado por nosotros- determinó que se produjeran algunos desajustes. 


SEÑORA PERCOVICH.- Pensando en la propuesta que eventualmente llegue del Instituto de Derecho 
Informático, nos gustaría saber si con relación al tema de los plazos, del equilibrio de los accesos y de 
la posibilidad de acceder a los datos personales cada seis meses -lo que en realidad no es demasiado 
importante, aunque sí constituye una limitación al acceso en un caso específico- no habría una colisión 
entre una cosa y la otra. En definitiva, me gustaría saber si ese aspecto estará contemplado en el 
informe que recibiremos del IDI. 


SEÑORA VIERA.- En este sentido, debemos decir que los plazos se tomaron en cuenta buscando la 
línea media de lo que está previsto a nivel internacional pero, obviamente, son arbitrarios, lo que 
significa que se pueden modificar. En realidad, todo depende de una cuestión administrativa que tiene 
que ver con la forma como se establezca el órgano de control y con las dificultades que, en la ley de 
acceso, puedan llegar a tener los organismos para brindar la información; en caso de que llegue un 
aluvión de solicitudes, por ejemplo, habrá que ver cómo van a responder, dentro de determinados 
plazos. Entonces, en definitiva, se trata de plazos que podrán ir adecuándose en el futuro. 


SEÑOR CID.- Por mi parte, me gustaría formular una pregunta sobre el mismo Capítulo, relativo a los 
derechos de los titulares de los datos. 


Concretamente, en el artículo 14, que hace referencia al derecho de acceso de la persona a 
sus datos, se señala que en ningún caso el informe podrá revelar datos pertenecientes a terceros. Esto 
se establece de manera muy taxativa, dado que se dice claramente “en ningún caso”. Por nuestra 
parte, consideramos que hay circunstancias en las cuales los datos del titular tienen vínculos con 
terceros, lo que a veces hace imprescindible el acceder a ellos para conocer esa vinculación. Por eso, 
la interrogante que formulo es si esto debe ser necesariamente así, o sea, si en ningún caso el informe 
podrá revelar datos pertenecientes a terceros. 


SEÑORA VIERA.- En ese caso, se necesitaría la autorización del tercero para aprobar la divulgación 
del dato. Estamos siempre ante la necesidad del previo consentimiento informado de la persona, 
consentimiento que debe ser expreso. 


Cabe destacar que en esta materia, se habla de la “protección del dato personal”, expresión 
que se ha generalizado a nivel internacional pero, en realidad, el dato personal es un derecho humano 
de la persona, por decirlo de alguna manera. Como siempre digo a los estudiantes, el dato no es algo 


de nuestra propiedad, sino algo inherente a nuestra personalidad, forma parte de nosotros, de nuestra 
intimidad, de nuestra vida cotidiana. Claro que, en esta cuestión, todo depende del dato al que se 
pretenda acceder. 


Entonces, lo que se establece en el proyecto de ley es que siempre que se va a revelar un 
dato de carácter personal -que no es público- es necesario el consentimiento del titular del mismo. 


SEÑOR RAMOS.- Cabe acotar que la protección está por encima del acceso, aun siendo éste último 
un derecho fundamental. Se trata de la protección de un derecho humano. 


La verdad es que, en estas cosas, uno va aprendiendo sobre la marcha. 


Sabemos que los señores Senadores están trabajando muy intensamente en el tema de la 
información -fundamentalmente de carácter público- considerándose varios aspectos relacionados con 
la forma de reglamentación, entre ellos, el vinculado a cuándo las reglamentaciones pueden ser más o 
menos arbitrarias; de ahí la importancia de tener experiencias internacionales comparadas. Sin 
embargo, también hay que ver nuestra capacidad administrativa de dar respuesta a estas cosas. 
Cuando nos quejamos de la falta de transparencia de datos de la Administración Pública, en realidad 
hay que tener en cuenta la capacidad que ésta tiene de procesar los mismos. Por tanto, los plazos 
pueden ir ajustándose en la medida en que se vaya siendo más eficiente en esta materia, y esto último 
es algo que hay que exigir al Gobierno y al Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa considera que esta primera instancia de intercambio de ideas ha sido 
fructífera y también, por ahora, suficiente. 


Por otro lado, sería muy bueno que se nos hiciera llegar oportunamente todo documento que 
el Instituto de Derecho Informático vaya generando con relación a estos proyectos, incluso -diría- 
evitando el protocolo de la comunicación por intermedio del Poder Ejecutivo; en todo caso, la doctora 
Viera podría ponerse en contacto con la Secretaría de la Comisión, de manera de mantenernos 
informados. 


Por otro lado, aquí se ha hablado de la necesidad de compaginar muchas cosas que trae 
esta iniciativa con el proyecto de ley que ya está radicado en la Comisión; en este sentido, 
agradeceríamos que si se avanza en esa compaginación, se ponga en conocimiento de ello 
inmediatamente a los señores Senadores, para que cuando iniciemos la consideración de la iniciativa 
en cuestión -una vez finalizado el tratamiento de la que ahora nos ocupa- nuestra tarea se vea 
facilitada. De cualquier manera, descarto que en las próximas semanas, cuando la Comisión avance 
en el tratamiento de este asunto y se planteen nuevas dudas a su respecto, volveremos a entrar en 
contacto con quienes hoy nos visitan. 


Les agradecemos su presencia en la mañana de hoy. 
No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 45 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


